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Ref.  Declarativo verbal resolución de contrato 
Rad.  25290-31-12-002-2020-00075-00 
 

Asunto: 
 

Procede el Despacho a resolver sobre los recursos de reposición y 
subsidiario de apelación contra la decisión adoptada dentro del incidente 
de regulación de honorarios, promovido por el abogado Carlos Alberto 
Rojas Martínez, en contra de sus poderdantes Luz Mila Chico González 
y María Susana González de Chico, teniendo en cuenta los siguientes:  
 

Antecedentes: 
 

El Abogado Carlos Alberto Rojas Martínez, a través de incidente de 
regulación de honorarios, solicitó al despacho se condenara a la parte 
incidentada a cancelar la suma de dinero por concepto de honorarios a 
los que tiene derecho, con ocasión a la labor prestada en el proceso de 
marras, lo anterior en virtud de que Luz Mila Chico González y María 
Susana González de Chico, incumplieron la obligación contenida en el 
Contrato de prestación de servicios profesionales celebrado, ya que los 
pagos acordados no se hicieron y además,  ya cuando la demanda fue 
notificada al señor Leguizamón y contestada le fue revocado el poder  
señalándole que por su causa el demandado señor Leguizamón hizo 
alzamiento de bienes demora que no es posible endilgarle, dado que en 
virtud de la pandemia, los términos se prolongaron aunado a la demora 
del juzgado en resolver. 
 
Indicó que las incidentadas le han cancelado por concepto de honorarios 
$3.305.000.oo sin que en ningún momento la incidentada le haya 
proporcionado pago de caución o póliza, ni pago de honorarios del perito, 
además que ha entregado copia de todas las actuaciones que ha 
realizado en el trámite del proceso, además de contar con el link de 
ingreso virtual al proceso. 
 
Por ello solicitó se le cancele la suma que exceda el monto ya cancelado 
por concepto de honorarios.  
 
Al incidente de regulación de honorarios, se le dio inicio a través del auto 
de fecha 23 de agosto de 2021, corriéndose el traslado respectivo a la 
parte incidentada, la cual guardó silencio. Tramitado en legal forma, se 
decidió por parte del despacho: 
 



 “… Aunado a que el presente asunto finalizo con la declaratoria de nulidad del 

contrato y no la resolución pretendida, razón por la cual se desestimaron las 
pretensiones solicitadas por el profesional del derecho, ajustándose esto a lo 
dispuesto en las tablas vigentes y a la jurisprudencia anotada, es decir, en 
proporcionalidad a la gestión realizada por el apoderado judicial. 
 
Así, se fijarán los honorarios a favor del abogado Dr. CARLOS ALBERTO ROJAS 
MARTÍNEZ por la suma de Tres millones quinientos mil pesos ($3.500.000.oo), 
habida cuenta que LUZ MILA CHICO GONZALEZ y MARIA SUSANA GONZALEZ 
DE CHICO,  revocaron el poder que habían otorgado, como quedó anotado y 
atendiendo que de acuerdo a lo manifestado por el incidentante ya había recibido la 
suma de $3.305.000.oo. las incidentadas cancelaran el excedente esto es la suma 
de $195.000.oo para completar la totalidad de honorarios por la gestión del 

incidentante.” 
 
Frente a tal determinación el incidentante promovió los recursos que aquí 
se resuelven siendo argumentos de sustento lo siguiente: 
 
Consideró que, se deben liquidar los honorarios, con base en las tablas 
de tasación existentes, para este tipo de eventos y que en su concepto 
arroja una suma de $5.500.000 hasta donde realizo su gestión, debiendo 
descontar la suma ya abonada de $2.305.000 con un saldo a su favor de 
$3.195.000 y no como erróneamente manifiesta el despacho toda vez 
que la carga del pago del perito no debe asumirla el abogado si no es 
una carga económica que deben de asumir sus mandantes máxime 
cuando el amparo de pobreza no fue definido por su despacho en el 
momento oportuno sino con posterioridad a la admisión de la demanda, 
habiendo sido solicitado con mucha antelación. 
 
Para resolver se considera:  
 
Sea lo primero advertir al censor, que el acuerdo de voluntades suscrito 
entre la parte activa de la lid y sus poderdantes, en efecto, es ley para 
las partes; al tiempo, se constituye como un límite para determinar el 
monto máximo que debe ser reconocido como honorarios causados a 
favor del abogado, lo cual permite al operador de la justicia evaluar otros 
aspectos, como lo es la diligencia del profesional del derecho, la 
naturaleza del asunto, la cuantía, entre otros, dependiendo de cada caso, 
de en qué momento se produzca la revocatoria del poder y del resultado 
de la gestión, si tales factores han sido pactados como incidentes en el 
quantum de los honorarios. En modo alguno es una tarifa o porcentaje 
fijo, exento de cualquier modificación o apreciación” por ende, el acuerdo 
debe ser honrado por estas. 
 
Al tenor de ello encontramos en el contrato celebrado por clientes y 
apoderado que el pago de honorarios se estableció en la suma de 
$2.000.000 más el 50% de la cláusula penal que se recaude, hasta aquí, 
dicha cláusula es comprensible; sin embargo la misma encierra un halo 
de incertidumbre, pues no es clara, dado que a reglón seguido indico: “en 
caso de que se reciba el apartamento, o reciba la plata o en caso que se 
de conciliación y así sucesivamente hasta el final del proceso este que 
se llevará en las dos instancias aclarando que puede terminar por 
conciliación y en ese evento se cancelará la totalidad de lo pactado” es 
decir si hay conciliación se pagará el total pero si continua el asunto hasta 
las dos instancias también, es decir en este caso en concreto no hubo 



conciliación, tampoco fue a segunda instancia en caso de que se reciba 
el apartamento o reciba plata, el caso es que la sentencia no ordenó 
devolver un apartamento, pero ordenó devolver lo pagado,  al declarar la 
nulidad del contrato, por ende esa misma suerte corrió la cláusula penal, 
pues al declararse la inexistencia del contrato condujo a  la inexistencia 
de la cláusula penal, por ende en sentir de este despacho, no era viable 
aplicar ese 50% convenido inicialmente, pues lo accesorio lleva la suerte 
de lo principal y al ser nulitado el contrato oficiosamente, no devenía pago 
ni en especie, ni en dinero de la cláusula que dio origen al reclamo del 
togado, pues señala debe pagársele ese rubro en la medida de la 
duración del contrato.  
 
Ahora el mismo contrato estableció que la contratante asumiría el pago 
de los gastos del proceso, situación que de ninguna forma puede verificar 
este despacho, respecto al pago del perito que señala el abogado pagó, 
así como de los folios inmobiliarios, en atención a que ellos fueron 
suministrados el día de la firma del contrato. Pues así lo señala este y 
tampoco se evidencia en el expediente digital recibo del pago del 
dictamen, como quiera que no fue allegado con éste, por lo tanto, no 
puede este despacho alejarse de lo ya decidido. Máxime que el 
incidentante, no solicitó experticia que evaluara su trabajo y tampoco la 
allegó como lo prescribe el Artículo 167 del CGP.  
 
El artículo 76 del C. G. P. prevé:  
 

“(…) podrá pedir al juez que se regulen sus honorarios mediante incidente 
que se tramitará con independencia del proceso o de la actuación 
posterior. Para la determinación del monto de los honorarios el juez tendrá 
como base el respectivo contrato y los criterios señalados en este código 
para la fijación de las agencias en derecho. Vencido el término indicado, 
la regulación de los honorarios podrá demandarse ante el juez laboral”. 
(destacado propio) 

 
Según la norma transcrita, la regulación de honorarios no podrá exceder 
el valor de lo pactado en el contrato y, en el caso en estudio se observa 
que éstos fueron acordados mediante contrato de prestación de servicios 
profesionales. 
 
Respecto de la desproporción con la cual está inconforme el profesional 
incidentante en la remuneración o beneficios obtenidos, este Despacho 
tuvo en cuenta el trabajo efectivamente realizado por el litigante, la 
importancia y la cuantía del asunto. 
 
No hay reparo alguno del que se deba retrotraer el despacho respecto 
del análisis al trabajo de abogado, es diáfano dentro del plenario que la 
incidentada ha cancelado por concepto de honorarios la suma de $ 
3.305.000. además, teniendo en cuenta que la cuantía del proceso 
ascendió a de 151.400.000, según se desprende del valor de contrato 
nulitado la valoración de los honorarios se trazó de conformidad al trabajo 
desplegado por el profesional del derecho. 
 
Así, se observa que en el proceso la actuación se limitó a la presentación 
de la demanda, una solicitud de recurso por el amparo de pobreza 
deprecado, lo cual sumado a que la tabla auxiliar del colegio de abogados 



recomienda entratándose de Restitución de bienes vendidos. Dos 
salarios mínimos legales vigentes más el 10% cuando la cuantía sea 
hasta de cincuenta millones ($ 50.000.000) de pesos y el 5% de ahí en 
adelante. Es decir se parte de $1.800.000 + el 5% del valor esto es un 
porcentaje del 5% del valor del bien que en este caso es conforme la 
sentencia de $ 151.400.000  equivalentes a $7.570.000.oo, como quiera 
que no se dieron los presupuestos para que se pudiera pactar cuota litis 
o un porcentaje superior a éste, de acuerdo a la gestión realizada por el 
incidentante en el proceso de la referencia, se fijan los honorarios en un 
porcentaje equivalente a la tercera parte de la sumatoria de los rubros 
señalados habida cuenta que el incidentante, ni siquiera llegó a la etapa 
de notificación, que como se dijo, en precedencia no existe evidencia de 
ello en el expediente y el demandado concurrió luego de revocado el 
mandato. 
 
Por tal razón, no se repondrá el auto confutado, y se concederá el recurso 
de alzada deprecado como subsidiario. 
 
Por lo anterior, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Fusagasugá, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: No reponer el auto de fecha 16 de junio de 2022 por lo antes 
considerado. 
 
SEGUNDO: En el efecto devolutivo ante el H. Tribunal Superior de 
Cundinamarca, Sala Civil conceder, la apelación subsidiaria interpuesta 
por el apoderado judicial de la parte actora, contra el Auto Interlocutorio 
del 16 junio de 2022, a través del cual se resolvió el incidente de 
regulación de honorarios propuesto por el apelante. 
 
TERCERO: Por conducto de la Secretaría, ENVÍESE el expediente digital 
al Superior para lo de su competencia. 
 

Notifíquese. 
 
 
 
 
 
 
 
 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO 
JUEZ 

 
 

Auto notificado en estado electrónico del 01/12/2022 
 


